
CAPÍTULO 10.

POLÍTICAS PÚBLICAS PARA COMBATIR LA VIOLENCIA 
DE GÉNERO EN EL PERÚ: UN ANÁLISIS DE SU 

IMPLEMENTACIÓN Y EFECTIVIDAD

Ingreso: 10/01/25 • Aprobado: 20/03/25

1: Abogado. Estudiante de Maestría en Derecho Penal. Doctorando en Derecho y Ciencias 
Políticas. Abogada en la Dirección Regional Agraria de Ica.

 https://orcid.org/0009-0009-3934-4445

2: Abogada y Psicóloga. Magister en Docencia Universitaria y Gestió Educativa. Doctorando 
en Derecho y Ciencias Políticas. Abogada litigante. Asesora de investigación y Jurado de 
Tesis. Docente Universitaria. 

 https://orcid.org/0009-0006-4824-5383

3: Abogado. Magister en Derecho Penal. Doctorando en Derecho y Ciencias Políticas. 
Abogada litigante. Docente Universitaria.

 https://orcid.org/0009-0000-4305-199X

4: Abogado. Magister en Derecho Penal. Doctorando en Derecho y Ciencias Políticas. Fiscal 
Penal Titular de la Fiscalía Provincial Penal Corporativa de Ica.

 https://orcid.org/0009-0003-8708-9633

Ana Cecilia Cabezas Aguirre1

Maria Lissette Astorga Huamani2

Katiuska Gabriela Hernández Ontiveros3

Víctor Hugo Arias Torrejón4



I

RESUMEN

Este estudio analiza las políticas públicas peruanas implementadas para 
combatir la violencia de género, evaluando su diseño, implementación 

y efectividad. Aunque avances como la Ley 30364 (2014) y la creación del 
MIMP (2015) han fortalecido marcos legales y servicios de atención, persisten 
brechas estructurales: falta de financiamiento (0.1% del PIB asignado a género), 
cobertura limitada de centros de emergencia en zonas rurales, y estigmas 
culturales que impiden denuncias. Datos de la Defensoría del Pueblo (2023) 
revelan que solo el 30% de casos culmina en condena, con mayor vulnerabilidad 
en mujeres indígenas y rurales. Comparaciones internacionales, como el 
modelo uruguayo de protocolos integrales, destacan la necesidad de enfoques 
interculturales y sistemas de monitoreo. Las propuestas incluyen aumentar el 
presupuesto para políticas de género (al menos 0.5% del PIB), implementar 
educación en escuelas y comunidades, y evaluar programas con indicadores 
basados en derechos humanos. La conclusión subraya que la erradicación de 
la violencia requiere respuestas integrales que combinen justicia, prevención 
y empoderamiento económico y social de las mujeres.

Palabras clave: violencia de género, políticas públicas, Perú, implementación, 
equidad.
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INTRODUCCIÓN

La violencia de género constituye un problema estructural en el Perú, con 
impactos profundos en la salud, los derechos humanos y el desarrollo 

económico del país. Según datos del Instituto Nacional de Estadística e 
Informática (INEI, 2022), el 42% de las mujeres peruanas han sufrido al menos 
un tipo de violencia en su vida, siendo la violencia familiar la más frecuente (68% 
de los casos). La Organización de las Naciones Unidas (ONU, 2021) destaca que 
esta problemática afecta principalmente a mujeres en situación de pobreza, 
indígenas y residentes en zonas rurales, exacerbando brechas de inequidad. 
Además, el costo económico de la violencia de género en el Perú asciende a 
$2.300 millones anuales, según un estudio de la Organización Panamericana 
de la Salud (OPS, 2020), debido a gastos médicos, pérdida de productividad 
y costos judiciales. Este panorama refleja no solo un desafío para la justicia 
social, sino también una amenaza para el desarrollo sostenible.

Desde el marco conceptual, la violencia de género se define como un acto 
de poder basado en relaciones de género asimétricas, que perpetúa la 
desigualdad entre hombres y mujeres (ONU, 1993). En el Perú, la Ley N° 30364 
(2014) establece que constituye "toda acción u omisión que cause daño físico, 
psicológico, sexual o patrimonial a una mujer por razón de su género". Sin 
embargo, su aplicación enfrenta limitaciones debido a la falta de sensibilización 
y recursos institucionales (García, 2021).

El Perú ha implementado políticas públicas para abordar este fenómeno, 
iniciando con la adhesión a la Convención sobre la Eliminación de Todas las 
Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW, 1980), seguida por la Ley 
N° 27505 (2002), que penalizó la violencia sexual, y la Ley N° 30364 (2014), que 
creó tribunales especializados. En 2017, el Estado lanzó el Plan Nacional contra 
la Violencia de Género, enfocado en prevención, atención y erradicación de la 
violencia (Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables, 2017). Sin embargo, 
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estudios recientes señalan que solo el 30% de las denuncias llega a juicio, 
evidenciando falencias en la coordinación entre instituciones (Defensoría del 
Pueblo, 2022).

Este estudio analiza el diseño, implementación y efectividad de las políticas 
públicas peruanas para combatir la violencia de género, identificando brechas 
en su aplicación y propuestas de mejora. Se centra en tres ejes: i) el marco 
legal y su articulación con políticas institucionales, ii) las barreras estructurales 
(ej.: falta de financiamiento y acceso a justicia), y iii) la necesidad de enfoques 
interculturales y de género. Los resultados contribuirán a diseñar estrategias 
más integrales, basadas en evidencia, para garantizar derechos humanos y 
equidad en el país.

METODOLOGÍA

Este estudio adopta un enfoque de revisión sistemática de literatura 
académica y documentos oficiales, guiado por los principios del Preferred 

Reporting Items for Systematic Reviews and Meta-Analyses (PRISMA, Moher 
et al., 2020), para garantizar rigor metodológico. El objetivo es identificar, 
analizar y sintetizar evidencia sobre las políticas públicas implementadas 
en el Perú para combatir la violencia de género, enfocándose en su diseño, 
implementación y efectividad.

Fuentes de datos incluyeron:

1. Bases de datos académicas: Scopus, Web of Science y Redalyc, donde 
se buscaron artículos en español e inglés publicados entre 2010 y 2023.

2. Revistas nacionales: Publicaciones de universidades como la Universidad 
Nacional Mayor de San Marcos (UNMSM), Pontificia Universidad Católica 
del Perú (PUCP) y Universidad de Piura (UP), que abordan temas de 
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género y políticas públicas.

3. Documentos oficiales: Informes del Ministerio de la Mujer y Poblaciones 
Vulnerables (MIMP, 2023), la Defensoría del Pueblo (2023) y la Oficina de 
la ONU Mujeres en Perú (2022). Estos últimos ofrecen datos actualizados 
sobre marcos legales, programas y resultados de intervención.

Criterios de inclusión se definieron como:

• Estudios centrados en el Perú y en políticas públicas relacionadas con 
la violencia de género.

• Publicaciones entre 2010 y 2023 para garantizar relevancia temporal.

• Artículos de revistas indexadas y estudios de impacto de políticas, 
excluyéndose opiniones o trabajos no revisados por pares, salvo informes 
institucionales.

Proceso de búsqueda combinó términos en español e inglés:

• "Políticas públicas", "violencia de género", "Perú", "leyes", 
"implementación", "efectividad".

• Se aplicó un filtrado en dos etapas: revisión de títulos/resúmenes y 
evaluación de textos completos por dos investigadores independientes, 
con concordancia del 90%.

Análisis de datos se realizó mediante:

1. Análisis temático (Braun & Clarke, 2023), categorizando las políticas en 
tres ejes:

•	 Legales: Leyes como la N° 30364 (2014) y protocolos judiciales.

•	 Institucionales: Programas del MIMP, centros de atención y redes 
de apoyo.

•	 Preventivas: Campañas educativas y sensibilización comunitaria.

2. Evaluación crítica: Se analizaron indicadores clave, como:
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•	 Casos reportados al sistema de justicia (INEI, 2022).

•	 Tasas de condena por violencia de género (Policía Nacional del 
Perú, 2022).

•	 Cobertura geográfica de programas (MIMP, 2023).

Este enfoque permitió identificar brechas en la implementación (ej.: falta de 
recursos en zonas rurales) y fortalezas (ej.: crecimiento de denuncias tras la 
Ley 30364). Los resultados se contrastaron con estudios comparativos, como 
el de la Universidad de Piura (2023), que destaca la necesidad de enfoques 
interculturales en políticas públicas.

RESULTADOS

Marco legal

La Ley N° 30364 (2014), que penaliza la violencia familiar, ha logrado reducir 
la impunidad en casos reportados. Sin embargo, su aplicación enfrenta 
obstáculos: el sistema judicial peruano tarda en promedio 18 meses en resolver 
casos, según un estudio de la Defensoría del Pueblo (2023). Esto se atribuye 
a la falta de fiscales especializados y la sobrecarga de tribunales. Por otro 
lado, la Ley N° 30408 (2015) , que creó el Ministerio de la Mujer y Poblaciones 
Vulnerables (MIMP), no ha logrado su potencial debido a un presupuesto 
insuficiente: solo el 0.1% del PIB se destina a políticas de género, según el 
informe de la Universidad de San Martín de Porres (2022).

Mecanismos institucionales

La red de centros de emergencia "Paz y Esperanza" ha atendido a más de 10,000 
mujeres anualmente (MIMP, 2023), pero su cobertura es desigual. Solo el 20% 
de las provincias rurales cuenta con estos centros, dejando a comunidades 
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andinas y amazónicas sin acceso a servicios (Universidad de San Antonio Abad 
del Cusco, 2023). Además, la falta de coordinación entre ministerios (ej.: Salud 
y Justicia) dificulta la articulación de estrategias. Un estudio de la Universidad 
Católica San Pablo (2023) señala que solo el 35% de las denuncias son derivadas 
a servicios de salud mental, evidenciando grietas en la atención integral.

Prevención y sensibilización

La campaña "No es No" (2018–2023) incrementó un 20% las denuncias de 
acoso sexual en ciudades como Lima, según el INEI (2023). Sin embargo, su 
impacto en zonas rurales es limitado: en comunidades andinas, el 65% de las 
mujeres desconoce su existencia (Universidad Nacional de Cajamarca, 2022). 
Además, los programas educativos en escuelas son escasos: solo el 12% de 
colegios públicos incluye formación en género en sus currículos (Ministerio 
de Educación, 2023), lo que perpetúa estereotipos de roles de género desde 
la infancia.

Efectividad

Los datos de la Policía Nacional del Perú (2022) muestran que, de las 
12,000 denuncias anuales, solo el 30% culmina en condena, con un índice de 
desistimiento del 45% (Defensoría del Pueblo, 2023). Estudios demuestran 
que las mujeres indígenas y rurales son más vulnerables: en zonas como el 
Cusco, el 78% de las víctimas no reporta agresiones por miedo a represalias 
o desconocimiento de sus derechos (Universidad Nacional de San Martín, 
2023). Asimismo, el 50% de las condenas se aplican en casos de violencia física, 
mientras que la psicológica y económica son infradetectadas (UCSP, 2023).
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DISCUSIÓN

Éxitos y avances

Los avances en políticas públicas peruanas demuestran un progreso 
significativo. El fortalecimiento de tribunales especializados en violencia 
familiar, como los establecidos por la Ley 30364 (2014), ha reducido el 
tiempo promedio de resolución de casos desde 24 a 18 meses (Defensoría del 
Pueblo, 2023). Además, campañas como "No es No" han incrementado las 
denuncias un 20% en ciudades, según el INEI (2023), evidenciando un cambio 
en la percepción social. Estos logros reflejan la importancia de marcos legales 
claros y estrategias de comunicación masiva.

Desafíos estructurales

Sin embargo, persisten barreras que limitan la efectividad:

1. Falta de recursos: El bajo presupuesto asignado al MIMP (0.1% del PIB, 
Universidad de San Martín de Porres, 2022) afecta la operación de centros 
como "Paz y Esperanza", cuya cobertura rural es del 20% (Universidad 
Nacional de Cajamarca, 2022).

2. Cultural y sociales: En comunidades andinas, el estigma hacia las 
mujeres que denuncian violencia alcanza el 68%, según una encuesta de 
la Universidad de Piura (2023), lo que explica el bajo reporte en zonas 
rurales.

3. Burocracia: La falta de coordinación entre ministerios (ej.: Salud y 
Justicia) genera fallas en la derivación de casos a servicios de salud mental, 
como señala el estudio de la Universidad Católica San Pablo (2023).

Comparación internacional

Modelos como el de Uruguay, con su Protocolo de Atención Integral (2018), 
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destacan por su enfoque intersectorial y presupuesto del 0.5% del PIB, 
logrando tasas de condena del 50% (Revista Latinoamericana de Políticas 
Públicas, 2023). En contraste, el Perú carece de mecanismos similares para 
integrar datos de salud, justicia y educación, lo que limita la evaluación de 
impacto. La experiencia uruguaya sugiere que la articulación institucional y 
recursos suficientes son claves para la eficacia.

Propuestas de mejora

Para superar estas brechas, se recomienda:

1. Capacitación especializada: Formar a fiscales, jueces y médicos en 
perspectiva de género, tal como lo hace Chile con su programa Justicia 
sin Violencia (Universidad de Lima, 2023).

2. Enfoque intercultural: Diseñar políticas que respeten cosmovisiones 
indígenas, como las implementadas en Ecuador con comunidades awajún 
(Universidad de San Marcos, 2023).

3. Monitoreo sistemático: Crear un Sistema Nacional de Datos Integrados 
para medir indicadores como cobertura geográfica y tiempo de resolución, 
similar al modelo de Colombia (ONU Mujeres, 2023).

CONCLUSIONES

Las políticas públicas peruanas han logrado avances significativos en el marco 
legal y en la atención a víctimas de violencia de género, como la creación 

de tribunales especializados y centros de emergencia. Sin embargo, persisten 
brechas críticas en su implementación, acceso equitativo y enfoque integral. 
La desigualdad territorial, la falta de financiamiento sostenible y la resistencia 
cultural perpetúan la vulnerabilidad de grupos marginados, especialmente 
mujeres indígenas y rurales.
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Es urgente adoptar tres acciones prioritarias:

1.	 Presupuesto transversal y sostenible: Aumentar el financiamiento 
para políticas de género (ej.: asignar al menos 0.5% del PIB) y 
garantizar su distribución equitativa entre zonas urbanas y rurales.

2.	 Educación y sensibilización comunitaria: Implementar programas 
interculturales en escuelas y comunidades, como el modelo 
ecuatoriano, para erradicar estigmas y promover la denuncia.

3.	 Evaluación permanente: Establecer sistemas de monitoreo 
basados en derechos humanos (ej.: indicadores de acceso a justicia 
y cobertura de servicios), alineados con estándares internacionales.

La violencia de género demanda respuestas integrales que combinen justicia, 
prevención y empoderamiento económico y social de las mujeres. Solo 
mediante una combinación de recursos, coordinación institucional y enfoques 
contextualizados se podrá avanzar hacia una sociedad libre de violencia, 
donde los derechos humanos sean una realidad para todas.
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